
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
NULIDAD CONTRATO DE COMPRAVENTA / NO POR ESTAR EL BIEN FUERA DEL COMERCIO SINO POR ESTAR AFECTADO POR OTROS GRAVÁMENES / INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LA DEMANDA / INCIDENCIA DE LAS SENTENCIAS PENALES CONDENATORIAS EN UN PROCESO CIVIL / ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL.
… se descubre rápidamente que no es cierto que se hubiera vendido un inmueble que estuviera por fuera del comercio por efectos de un embargo; para ese momento, tal limitación se había levantado y esto, por sí solo, daría al traste con lo que formalmente se reclamó.

Con todo, una interpretación sistemática de la demanda, como corresponde al juez frente a un caso de ambigüedad, y en este caso el de primera instancia lo hizo, conduce a señalar que lo que hubo fue un lapsus calami y que la verdadera intención del demandante estribaba en que se declarara la nulidad absoluta pero por la existencia de los otros gravámenes, esto el patrimonio de familia inembargable y la afectación a vivienda familiar, dado que los mismos se cancelaron con soporte en una falsedad documental…
… a dilucidar esta cuestión debería a aprestarse la Sala, si no fuera porque, desde los alegatos de primera instancia y pasando por los que se presentaron ante el Tribunal, se hizo hincapié en que el Juzgado Diecisiete Penal del Circuito de Medellín condenó a las demandadas por los delitos de falsedad en documento privado y estafa. (…)
… debe tenerse en cuenta la incidencia que la sentencia condenatoria penal, ya en firme, tiene sobre este asunto civil, por una particular circunstancia, y es que aquí lo único que se pide es que se declare la nulidad del contrato de compraventa celebrado entre las señoras Vélez Moncada y Vallejo Zuluaga y que se hagan las inscripciones pertinentes. 

Y acontece que la causa para demandar ha desaparecido, en la medida en que, precisamente, eso fue lo que dispuso la sentencia penal: la cancelación de todos los títulos (contrato de compraventa) y registros (anotaciones en el certificado de libertad) espurios…
… no cabe duda de que la firmeza de una decisión penal tiene relevancia en el ámbito civil, en particular cuando ella es condenatoria. Bien se sabe que una de las causales para que se pueda revisar una sentencia es que se declaren falsos por la justicia penal documentos que fueren decisivos para el pronunciamiento de la sentencia; pero para ello se requiere que la misma haya hecho tránsito a cosa juzgada (formal como algunos la califican). Eso no ha ocurrido en la litis, en cuanto todo se viene a descubrir durante el trámite de la segunda instancia, es decir, que es del caso adoptar los correctivos pertinentes de acuerdo con la influencia que el fallo penal pueda causar, que para esta oportunidad es total.
SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO: DOCTORA CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida el pasado 23 de junio, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con lo relativo a la condena en costas que en ella se impuso.

A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso...
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Acta No. 202 del 23 de junio del 2020
En cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11327 del Consejo Superior de la Judicatura, prorrogado por el Acuerdo PCSJA19-11445, procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por el demandante, contra la sentencia del 17 de febrero de 2014 proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Envigado, en el proceso ordinario que adelanta Carlos Augusto Ochoa Uribe contra Beatriz Elena Vélez Moncada y Lucy de las Mercedes Vallejo Zuluaga.
1.
ANTECEDENTES

1.1.
Hechos
Narra la demanda que Beatriz Elena Vélez adquirió el apartamento 201 de la calle 48D sur # 42-16, edificio 3.2 de la Urbanización Multifamiliar Señorial del municipio de Envigado, matriculado al número 001-7229000, durante la vigencia de la sociedad conyugal conformada con Carlos Augusto Ochoa, mediante escritura pública 4127 del 12 de diciembre del 2000. 

Sobre el inmueble pesaban, como limitaciones al dominio, una afectación a vivienda familiar y un patrimonio de familia inembargable; dicha sociedad fue disuelta, pero su registro se encontraba pendiente debido a que no se habían levantado las afectaciones, situación de la cual era conocedora Lucy de las Mercedes Vallejo, toda vez que se logró hablar con ella varias veces y se le informó, aproximadamente en diciembre de 2009, que era imposible una venta por parte de Beatriz Elena.

La señora Vélez Moncada conocía de la situación, porque intervino en el proceso de liquidación se la sociedad, cuya adjudicación no se pudo registrar por un embargo en un proceso ejecutivo con título hipotecario en el que intervino el demandante y que terminó por el pago de la deuda que aquella efectuó. 

Al enterarse de que la cónyuge estaba vendiendo el inmueble alertó a la codemandada Lucy Vallejo sobre la situación, pero ambas, para defraudar sus derechos, decidieron realizar conductas sancionadas por la ley penal, como la que refleja la escritura pública 255 del 1° de febrero de 2010, en la que intervino Beatriz Elena y adujo que su consorte Carlos Augusto Ochoa Uribe había fallecido, efecto para el cual presentó un registro de defunción falso. 

Para el momento de la venta del inmueble, que se hizo mediante la escritura pública 256 de la misma fecha, se encontraba afectado a vivienda familiar y con el patrimonio de familia vigente, como quiera que al suscribirse esta, aún no se había tramitado en su totalidad la cancelación de tales limitaciones, contenida en la escritura 255 citada, es decir, que el bien se hallaba fuera del comercio. 

1.2.
Pretensiones
Con fundamento en lo anterior se pidió (i) declarar que el contrato de compraventa celebrado mediante escritura pública 256 del 1 de febrero de 2010  entre las señoras Beatriz Elena Vélez Moncada, como vendedora, y Lucy de las Mercedes Vallejo Zuluaga, como compradora, está viciado de nulidad absoluta, por haberse celebrado respecto de un bien inmueble que se encontraba “embargado” para la fecha de la celebración del negocio jurídico y por tanto fuera del comercio; (ii) ordenar al Notario la cancelación de las escrituras públicas 255 y 256 del 1° de febrero de 2010, y (iii) al Registrador de Instrumentos Públicos las anotaciones de rigor; (iv) restituir a Beatriz Elena Vélez Moncada por parte de Lucy de las Mercedes Vallejo, el inmueble de matrícula 001-7229000; (v) mantener vigentes las limitaciones al dominio sobre el bien; y (vi) condenar en costas a las demandadas.

1.3.
Admisión y traslado. 

La demanda fue admitida, luego de algunas precisiones formales,  con auto del 25 de mayo de 2010 (f. 17, c. 1).
Enterada la demandada Beatriz Elena Vélez Moncada, se refirió a los hechos, se opuso a lo pretendido y planteó como excepciones las que nominó prescripción y “convención extintiva”. (f. 38 a 40). 
Por su parte Lucy de las Mercedes también resistió las pretensiones, respondió los hechos y formuló como excepciones las que llamó falta de legitimación en la causa por pasiva; inexistencia de la obligación para con el demandante; pago; falta de causa para pedir; nadie puede alegar en su favor su propia culpa; prescripción, y derecho de retención. Además, reclamó mejoras (f. 53 a 64, c. 19).
En síntesis, ambas señalan que el bien estaba libre de gravámenes para el momento de la venta, pero se trasladan la responsabilidad entre sí, de la inclusión de un registro falso al momento de desafectar el inmueble. 
Surtido el traslado de las excepciones, se decretaron y practicaron las pruebas en la medida de colaboración de las partes; luego se permitió alegar de conclusión, oportunidad que ambas partes utilizaron para ratificar sus posiciones. 

1.4.
Sentencia de primera instancia y apelación. 
Fue proferida el 14 de febrero  2014 y en ella se declaró probada la excepción de falta de causa para pedir, invocada por la demandada Lucy de las Mercedes Vallejo; en consecuencia, negó las pretensiones de la demanda, ordenó levantar la inscripción de la demanda y condenó en costas a la parte demandante. 
     
En resumen, la providencia sostiene que la venta aparentemente se realizó entre personas capaces, el consentimiento aparece expresado y no es ostensible el objeto ilícito, pues todos los gravámenes habían sido cancelados con anticipación, además de que la causa ilícita nunca se presume. Por consiguiente, se descartó la nulidad absoluta de la venta debido a que el bien vendido no estaba embargado para cuando se dio el acto traslaticio y los gravámenes de vivienda familiar y patrimonio de familia inembargable tampoco suponen objeto ilícito. 
Apeló la parte demandante, que insiste en estas situaciones: 

a)
 Disiente de la decisión en cuanto se aduce que si bien se demostró la clara intención de la señora Vélez de defraudar al actor, tal situación era desconocida por la compradora, lo que impide la declaratoria de nulidad; sin embargo, se probó que Lucy de las Mercedes sí sabía de la cuestión.

b)
La argumentación del funcionario en el sentido de que la sola vigencia de los gravámenes que limitan la propiedad carece de entidad para estructurar un objeto ilícito es errada toda vez que para el levantamiento de dichas afectaciones es imprescindible la presencia de ambos cónyuges o ex cónyuges, como lo establecen las Leyes 258 de 1996 y 70 de 1931. 
2.
CONSIDERACIONES
2.1.
Los presupuestos procesales concurren todos y no se advierte causal de nulidad que pueda dar al traste con lo actuado, con lo que la decisión será de fondo. 

  
La competencia de esta Colegiatura, se recuerda, fue atribuida por el Consejo Superior de la Judicatura, en los acuerdos inicialmente citados, lo que habilita para desatar la alzada.

 
2.2.
 Cómo viene de decirse, se contrae este asunto a la pretendida nulidad absoluta del contrato de compraventa contenido en la escritura pública número 256 del primero de febrero de 2010, otorgada en la notaría 11 del círculo de Medellín mediante la cual Beatriz Elena Vélez nunca vendió a Lucy de las Mercedes Vallejo Zuluaga el inmueble matriculado bajo el número 00172 2900. 


Y cabe aquí una primera precisión que tiene que ver con la incoherencia entre los hechos y las pretensiones de la demanda como quiera que en los primeros se describen las situaciones acaecidas en torno a la venta del inmueble y, concretamente, alude a que como el bien estaba afectado a vivienda familiar y a un patrimonio de familia inembargable, y el levantamiento de estos gravámenes ocurrió a espaldas del cónyuge Carlos Augusto Ochoa Uribe e incluso prevaliéndose de una falsedad, la compraventa quedó afectada de nulidad absoluta. 
  
Pero luego, al consignar las pretensiones lo que se pide es que se declare la nulidad de dicho contrato por haberse celebrado respecto de un bien inmueble que se encontraba embargado para la fecha de la celebración del negocio jurídico y, por tanto, se encontraba fuera del comercio. 


Quiere de esto significar que si se atuviera la Sala al contenido expreso del petitum, la confirmación de la providencia de primer grado saltaría la vista, en cuanto que, del solo certificado de tradición aportado con el libelo inicial (f. 15 y 16, c. 1) y el que se obtuvo en esta sede (f. 8 a 11, c. 7), surge incontestable el hecho de que el único embargo que afectó al inmueble, registrado en la notación 007 el 21 de noviembre de 2008, fue cancelado, como se observa en la anotación 008, el 14 de diciembre de 2009, sucesos ambos que ocurrieron antes de que se asentaran las escrituras que contienen los actos cuyo contenido se discute en este proceso, esto la 255 y la 256, ambas del primero de febrero de 2010.

Con ello se descubre rápidamente que no es cierto que se hubiera vendido un inmueble que estuviera por fuera del comercio por efectos de un embargo; para ese momento, tal limitación se había levantado y esto, por sí solo, daría al traste con lo que formalmente se reclamó.
 
2.3. 
Con todo, una interpretación sistemática de la demanda, como corresponde al juez frente a un caso de ambigüedad, y en este caso el de primera instancia lo hizo, conduce a señalar que lo que hubo fue un lapsus calami y que la verdadera intención del demandante estribaba en que se declarara la nulidad absoluta pero por la existencia de los otros gravámenes, esto el patrimonio de familia inembargable y la afectación a vivienda familiar, dado que los mismos se cancelaron con soporte en una falsedad documental, concretamente en un registro de defunción del señor Ochoa Uribe ajeno por completo a la realidad. 

  
Tan claro es ello, que los alegatos en primera y segunda instancia vienen edificados en estas circunstancias, como también el fallo de primer grado, luego de la interpretación que del escrito inicial se hizo. 
 
2.4. En esa dirección, se recuerda que el juzgado negó las pretensiones, porque, de un lado, el inmueble no estaba embargado como se adujo; y del otro, ninguno de los gravámenes señalados suponía un objeto ilícito, tanto menos si se levantaron existiendo motivos legales para hacerlo, a pesar de la falsedad documental y el falso juramento en que se pudo incurrir, insuficientes para declarar la nulidad deprecada. Adicionalmente, como nunca se acreditó que la intención de defraudar al demandante hubiera sido conocida por la compradora Lucy de las Mercedes Vallejo Zuluaga, la convención se tornaba válida, al margen de que se pudiera hablar de una venta de cosa ajena qué conlleva una sanción diferente.
 



La réplica consiste, según se anotó, en que la codemandada Vallejo Zuluaga sí estaba enterada de la defraudación y en que para levantar los gravámenes se requería el consentimiento de ambos cónyuges. 

Y a dilucidar esta cuestión debería a aprestarse la Sala, si no fuera porque, desde los alegatos de primera instancia y pasando por los que se presentaron ante el Tribunal, se hizo hincapié en que el Juzgado Diecisiete Penal del Circuito de Medellín condenó a las demandadas por los delitos de falsedad en documento privado y estafa. 

Esta Colegiatura, para aclarar la situación, decretó unas pruebas de oficio en virtud de las cuales se conoce ahora que, a raíz de la denuncia que contra Beatriz Elena Vélez Moncada y Lucy de las Mercedes Vallejo Zuluaga se formulará, se produjeron los fallos de primera y segunda instancia.  

En aquel, proferido el 10 de noviembre de 2014, el mencionado juzgado las condenó por los delitos de fraude procesal y falsedad material en documento privado y además dispuso: 

"En firme el presente fallo, CANCELESEN (sic) todos y cada uno de los títulos y registros espurios que adquirieron vigencia y validez dentro del flujo correspondiente por la actuación ilícita de las sentenciadas consiguiendo con ello el restablecimiento del derecho, a efectos de que las cosas vuelvan a su estado anterior y originario en cuanto a la situación que siempre ha tenido con la venta ilícita, engañosa y fraudulenta bien inmueble identificado con matrícula inmobiliaria número 001-722900"

Y en segunda instancia, la Sala Penal del Tribunal Superior de Medellín, el 1° de agosto de 2016, revocó parcialmente lo resuelto y, a la postre, condenó a Beatriz Elena Vélez Moncada como responsable de los delitos de falsedad material en documento público agravado por el uso y a Lucy de las Mercedes Vallejo Zuluaga por el de fraude procesal, concretó las penas y dijo que “En lo demás rige el fallo de primer grado”. 

Según reza la providencia del Juzgado, la orden de cancelación obedece a lo regulado por los artículos 22 y 101
 del C.P.P., que, en su orden, establecen:

“Art. 22. Cuando sea procedente, la Fiscalía General de la Nación y los jueces deberán adoptar las medidas necesarias para hacer cesar los efectos producidos por el delito y las cosas vuelvan al estado anterior, si ello fuere posible, de modo que se restablezcan los derechos quebrantados, independientemente de la responsabilidad penal”. 

“Art. 101. …En la sentencia se ordenará la cancelación de los títulos y registros respectivos cuando exista convencimiento más allá de toda duda razonable sobre las circunstancias que originaron la anterior medida.

…

Si estuviere acreditado que con base en las calidades jurídicas derivadas de los títulos cancelados se están adelantando procesos ante otras autoridades, se pondrá en conocimiento la decisión de cancelación para que se tomen las medidas correspondientes”

2.5.
Hasta ahora, que se conozca en este expediente, a pesar de la inscripción de la demanda (anotación 13 del certificado de tradición), la justicia penal nada ha informado de lo acontecido en dicho proceso, pero ello no es óbice para que, a sabiendas de la situación actual, se proceda, como manda la última norma citada, a tomar las medidas correspondientes. 

Para ello, debe tenerse en cuenta la incidencia que la sentencia condenatoria penal, ya en firme, tiene sobre este asunto civil, por una particular circunstancia, y es que aquí lo único que se pide es que se declare la nulidad del contrato de compraventa celebrado entre las señoras Vélez Moncada y Vallejo Zuluaga y que se hagan las inscripciones pertinentes. 
Y acontece que la causa para demandar ha desaparecido, en la medida en que, precisamente, eso fue lo que dispuso la sentencia penal: la cancelación de todos los títulos (contrato de compraventa) y registros (anotaciones en el certificado de libertad) espurios, en virtud de lo cual, se observa en el documento que reposa a folios 8 a 11 de este cuaderno que en la anotación 015 del 22 de noviembre de 2016 se cancelaron otras, como la 9 (cancelación de patrimonio de familia), la 10 (cancelación de afectación a vivienda familiar), la 11 (compraventa de Beatriz Elena Vélez Moncada a Lucy de las Mercedes Vallejo Zuluaga) y la 12 (afectación a vivienda familiar), de suerte que el bien quedó otra vez en cabeza de Beatriz Elena, lo que permitió que luego, por vía judicial, se dispusiera la cancelación de la afectación a vivienda familiar consignada en la anotación 5, la del patrimonio de familia inembargable de la nota 6, y que se registrara la adjudicación que se hizo a favor de Carlos Uribe Ochoa Uribe y Beatriz Elena Vélez Moncada, en el proceso de liquidación de la sociedad conyugal y en un cincuenta por ciento para cada uno (anotación 18 del 16 de diciembre de 2019). 
Como este asunto viene ventilándose bajo las reglas del Código de Procedimiento Civil, es válido acudir al contenido del artículo 305 de aquel estatuto (que se reprodujo con algunas adiciones en el artículo 281 del CGP), que en su inciso final prevé que en la sentencia debe tenerse en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse propuesto la demanda, siempre que aparezca probado y que haya sido alegado por la parte interesada a más tardar en su alegato de conclusión, y cuando este no proceda, antes de que entre el expediente a despacho para sentencia. 

Pues bien, en este caso hay un hecho sobreviniente que fue la sentencia condenatoria proferida por el juez penal y ratificada por el Tribunal Superior de Medellín, en la que se declaró que compradora y vendedora, aquí demandadas, incurrieron en sendos delitos, por los cuales se les impusieron condenas y, producto de ello, se ordenó la cancelación del título que contiene la compraventa, así que se cumple el primer requisito, en la medida en que esto extingue el derecho sustancial sobre el que versa el litigio, si bien se torna imposible declarar una nulidad respecto de un contrato que desde ese mismo momento dejó de producir todo efecto jurídico. Esa circunstancia, está debidamente probada, como se analizó, es decir, que el segundo presupuesto se satisface; y también el tercero, ya que fue puesta en conocimiento por el propio recurrente desde la interposición del recurso y en la oportunidad para alegar en segunda instancia. 

Y es que, no cabe duda de que la firmeza de una decisión penal tiene relevancia en el ámbito civil, en particular cuando ella es condenatoria. Bien se sabe que una de las causales para que se pueda revisar una sentencia es que se declaren falsos por la justicia penal documentos que fueren decisivos para el pronunciamiento de la sentencia; pero para ello se requiere que la misma haya hecho tránsito a cosa juzgada (formal como algunos la califican). Eso no ha ocurrido en la litis, en cuanto todo se viene a descubrir durante el trámite de la segunda instancia, es decir, que es del caso adoptar los correctivos pertinentes de acuerdo con la influencia que el fallo penal pueda causar, que para esta oportunidad es total. 

Valga decir que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha tenido ocasión de referirse en múltiples ocasiones a la incidencia del fallo penal en el trámite civil. En la sentencia del 13 de diciembre de 2013, radicado 1100131030401999-01651-01, con ponencia de la Magistrada Ruth Marina Díaz Rueda, dijo, por ejemplo, que: 
Esa posibilidad de analizar en el “proceso civil” hechos relacionados con la “investigación penal”, la planteó la Sala en la sentencia de 29 de octubre de 1987, exp. 00421
, en la que sostuvo en lo pertinente: “(…) es probable que a pesar de haberse omitido formas que exigen los artículos 1070 a 1074 del C.C., relativas a las solemnidades a que debe someterse el testamento abierto, todo ello no conduzca a una sentencia penal condenatoria por el delito de falsedad documental, ideológica o intelectual, por ejemplo, porque la acción penal haya prescrito, pues en ese u otros casos, sin embargo, de que no se profiera la decisión condenatoria por el delito dicho, si aparece que se omitieron los requisitos para la validez del testamento, podrá demostrarse ante el juez civil este hecho, que generará la nulidad absoluta del acto dispositivo. Por consiguiente, si se tiene en cuenta que en no pocas ocasiones es probable que se cometa infracción penal o que no proceda hacer pronunciamiento sobre ella en vista de la extinción de la acción penal, no por ello, había de ser imposible para el juez civil el pronunciamiento que le incumbe, pues lo que ante éste debe acreditarse no es la comisión del delito sino la falta o no satisfacción de los requisitos o formalidades indispensables para el valor del acto jurídico; (…)” (se resalta).

Es de memorar también, que similar criterio se ha aplicado de manera reiterada en asuntos sobre “responsabilidad civil” originada en hechos materia de “investigación penal”, bajo el entendimiento que aquella es diferente de la “responsabilidad penal” y, en tal sentido en la sentencia de 18 de diciembre de 2009, exp.1999-00533, se expuso que “(…), siendo diferentes la responsabilidad penal y la civil, ‘un acto dado que escapa a la acción criminal o que no está o no podría estar bajo ella, bien puede ser fuente de indemnización pecuniaria. En otras palabras: si por regla general, todo delito determina indemnización, el solo hecho de no hallarse delictuoso un acto dado, no autoriza para deducir a priori que no hay lugar a indemnización, puesto que no es necesario a ésta un delito como causa única y perfectamente puede caber indemnización, aun sin pensarse en delito, tan sólo porque haya culpa civil’, así, cuando se absuelve por no ser penalmente culposa la conducta, una tal decisión no excluye la responsabilidad civil, en tanto la culpa civil es diferente de aquélla, ya que ‘si el juez en lo penal, conceptuando que no hubo delito, sobresee o dicta sentencia absolutoria, el imputado queda libre en razón del delito; y cualesquiera que hayan sido las razones de aquel concepto, las que, como es de rigor, se exponen en la parte motiva del fallo, éste deja juzgando sólo el delito que es en lo que en la parte resolutiva se decide. Y no sobra recordar que la cosa juzgada consiste o se halla en la parte resolutiva de la respectiva sentencia y no en la motiva. Una sentencia condenatoria en lo criminal anticipa base firme a la del pleito civil  que se siga por la indemnización patrimonial procedente del delito, en el caso de que esta acción no se haya ejecutado conjuntamente con es otra; y una sentencia absolutoria en lo penal o sobreseimiento definitivo que a tanto equivale, no prejuzga sobre la acción civil cuando después se demanda indemnización aduciendo como fuente, no el delito, sobre el cual ya la autoridad competente juzgó en definitiva absolviendo, sino la culpa civil, acerca de la cual la autoridad en lo criminal no ha tenido porque decidir, ya que la mera culpa es algo diferente al delito, y que es éste y no la indemnización lo sentenciado en el juicio criminal. (cas. civ. sentencia de 14 de marzo de 1938)’”.    

Ahora, en lo concerniente a la incidencia de la “cosa juzgada penal” en el “proceso civil” que verse sobre asuntos contractuales, derivada aquella especialmente de las medidas adoptadas en el “proceso penal” en procura del “restablecimiento del derecho” a la víctima, si bien ninguna duda subsiste en cuanto al carácter definitivo de tales decisiones, en virtud del principio de unidad de la jurisdicción
, se advierte que el “juez civil” tendrá que pronunciarse sobre los temas de la controversia planteados como pretensiones o frente a los cuales se halle facultado para decidir oficiosamente y que no hubieren sido solucionados a partir de lo dispuesto por el “juez penal”, a fin de garantizar el acceso efectivo a la administración de justicia consagrado en el canon 229 de la Constitución Política.

  



Y en época más actual, en sede de tutela, que sirve como criterio auxiliar, señaló en la sentencia STC7530-2019, con ponencia del Magistrado Octavio Augusto Tejeiro Duque, que: 

… es claro que la sede criticada prohijó el auto de 23 de julio de 2018, en el que el a quo se abstuvo de librar el mandamiento de pago rogado por Jorge Humberto Valero Rodríguez, tras colegir que lo arbitrado por la «justicia penal» en las «sentencias» de 19 de enero y 3 de mayo de 2017, ejecutoriadas, tiene relación directa con lo desenvuelto por la civil en SC10291-2017 y AC030-2018, que son las providencias que se busca hacer cumplir, dado que, según expresó

(…) la cancelación de las anotaciones 18, 19 y 20 correspondientes a la escritura pública No. 1409 de 14 de diciembre de 2006, suscrita en la Notaría Primera de Ibagué hacen alusión al contrato de compraventa sobre el que desciende la lesión enorme decretada por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en sentencia de 18 de julio de 2017, decisión que si bien en su parte resolutiva no tocó las escrituras públicas contentivas del contrato de compraventa  del inmueble sobre el que se declaró la lesión enorme, lo cierto es que dentro de la motivación dada por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito sí se hizo. 

En esa línea, destacó que 

(…) aun cuando por regla general el asunto tenga su definición en la parte resolutiva de la sentencia, esto no excluye que también pueda estar contenida dentro de su parte considerativa, pues bien como lo ha señalado la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 15 de diciembre de 2017 “La tarea de verificación que entraña la cosa juzgada, exige hallar en la sentencia pasada las cuestiones que ciertamente constituyeron la materia del fallo, pues en ellas se centra su fuerza vinculante. Como recientemente lo señaló la Corte (sentencia de 25 de agosto de 2000), aunque técnicamente y de conformidad con lo previsto en el artículo 304, inciso 2o del Código de Procedimiento Civil, esas cuestiones serían las que formalmente conforman la parte dispositiva de la sentencia, nada obsta para que se integren o se ubiquen en otro sector del contenido material del acto jurisdiccional, porque si éste es un todo constituido por parte motiva y la resolutiva, las cuales conforman una unidad inescindible, la ratio decidendi y por ende la fuerza vinculante de la misma, debe verificarse en lo que lógicamente, no formalmente, se identifica como parte dispositiva, determinando su sentido y alcance a partir de los elementos racionales que ofrece la parte motiva o considerativa. 

Exteriorizó, también, que

Pero como ciertas cuestiones se entienden resueltas en la sentencia, así no haya pronunciamiento expreso, bien porque, como lo tiene dicho la Corte, “el acogimiento de una pretensión envuelve necesariamente la repulsa de otra o de otra excepción, ya porque sean incompatibles, ya porque en la parte motiva expresamente se expusieron los hechos que determinaban el rechazo”, surge lo que se ha denominado juzgamiento implícito que aparejaría la llamada cosa juzgada implícita (sentencia de 15 de junio de 2000). 

Bajo ese discernimiento, dejó sentado que 

De allí, que al tenerse la sentencia como una unidad inescindible es que no puede dejarse de lado el pronunciamiento efectuado por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Ibagué en lo que tiene que ver con la validez del contrato de compraventa celebrado entre CORASVIP y Jorge Humberto Valero Rodríguez, ya que si bien en la resolutiva de la decisión del 17 de enero de 2017 solamente se hizo alusión a la cancelación de las anotaciones en el registro, lo cierto es que de la argumentación dada por el Juzgado se desprende la ineficacia del tal acuerdo al develar la omisión de un requisito o formalidad que prescribía la ley para darle validez a la compraventa del inmueble objeto del contrato, vicisitud que afecta en forma directa la sentencia sustitutiva de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia y sobre la que se cimienta la presente acción ejecutiva, al ser el negocio jurídico invalidado en la jurisdicción penal y que sirvió de fundamento para la declaratoria de la lesión enorme, lo que de suyo deja sin sustento las órdenes emitidas por la alta Corporación, ya que mientras la ineficacia declarada por ésta deja margen para que a voluntad del contratante se rescindiera o se mantuviera el negocio, no es posible que ello ocurra ante la ilicitud que le señaló el juzgador penal, retirándole toda eficacia del ordenamiento jurídico a tal negociación, afectando en forma inevitable la existencia del título que sustenta la petición ejecutiva incoada por Valero Rodríguez ya que de ella no hace obligación alguna ante lo espurio de su confección. 

 El anterior recuento permite constatar que los móviles por los que la magistratura controvertida mantuvo incólume el proveído atacado por el impulsor, están escoltados por una hermenéutica respetable de la cual no aflora desfase que desagraviar, con independencia de que sea o no acogida, lo que de contera impide que esta particular «justicia» pueda interferir. 
Ello porque es axiomático que esa Colegiatura encontró que no era posible materializar las directivas trazadas en SC10291-2017 y en AC030-2018, habida cuenta que, según lo dilucidó, la «justicia penal» derruyó el acto (contrato de compraventa) en el que se basaron tales pronunciamientos al descubrir que ese pacto fue hecho en abierta contravención de las reglas legales y estatutarias que gobernaban la actividad de la compañía que fungió como vendedora, tesitura que está edificada sobre el supuesto según el cual la «sentencia penal» irradió «efectos nocivos» sobre lo desenvuelvo en materia civil, lo que no luce caprichoso y armoniza con el postulado de la unidad de jurisdicción, sobre todo porque atendiendo al principio de identidad o no contradicción una cosa no puede ser y no ser a la vez. 

De manera que si el «acto jurídico» sobre el que versó la discusión civil que dio lugar a la expedición de las «providencias» que Valero Rodríguez busca hacer valer fue derruido por la «autoridad penal» porque encontró que mediante él se cometió un ilícito, no resulta absurdo pensar que tal acontecer incidió negativamente en la eficacia de las resultas del «pleito civil», y tampoco es desatinado sostener que con ello perdieron «fuerza ejecutoria» las orientaciones allí impuestas, sobre todo porque tal entendimiento acompasa con la postura que sobre el punto ha acogido esta Corte en el sentido de que «la razón de orden público adscrita a la vida del Estado exige es que se evite la contradicción entre sus órganos jurisdiccionales”(G. J., t. LII, pag.799)» (citada en CSJ SC, 5 mar., 2007, rad. 2001-00212-00.

Véase que sobre dicho ítem, en esa misma ocasión, se apuntaló que 

(…)  la autoridad de la cosa juzgada en lo penal dentro del proceso civil descansa en el principio de orden público que lleva al juez a actuar en función de la tutela que dispensa el derecho penal, y que en principio no puede abandonarse a la actuación de los particulares.  Por este motivo, las situaciones de la vida humana que son materia del proceso penal tienen por objeto el delito, como ofensa pública cuyo castigo interesa a toda la comunidad, distintamente a lo que sucede con el juicio civil donde el juez actúa en guarda de un simple interés particular; y es por ello, también, por lo que el fallo penal hace tránsito a cosa juzgada  erga omnes, no sólo en cuanto al hecho en que la acción penal se funda, su calificación y la participación y responsabilidad del sindicado, sino también respecto de todas aquellas acciones que... tengan su fundamento en hechos enjuiciados por el juez penal…´(G. J., t. LXX, pag.234), lo que lleva a sostener, siguiendo de cerca las enseñanzas de los hermanos Mazeud (Tratado Teórico y Práctico… Tomo II, Vol. 2o, Num.1745), que los órganos integrantes de esta especialidad jurisdiccional, cuando resuelven sobre el fondo de la acción pública originada en la infracción de la ley penal, con vista de un marcado interés social fallan entre una parte y la comunidad entera para que la decisión así adoptada dentro del marco de su competencia, se imponga a todos; ´…nadie puede ser llevado  -dicen los afamados expositores en referencia-  a discutir las disposiciones penales de la sentencia, incluso en sus consecuencias sobre los intereses civiles. Por eso, la autoridad de la cosa juzgada en lo criminal es absoluta sobre lo civil, se impone sean cuales sean las partes, sea  cuales sean el objeto y la causa de la demanda civil… ”(G. J., t. CCXLVI, pags.420 a 421).

Lo dicho hunde, por completo, lo ansiado por el discrepante, habida cuenta que la tesis combatida tiene inclusive respaldo jurisprudencial según viene de ser citado, amen que no contraría el ordenamiento positivo; antes bien, trata de darle coherencia porque no parece posible que la «justicia penal» sancione un «negocio» por advertir que fue producto de un ilícito y que el mismo sea civilmente arropado y de él se deriven efectos para los contratantes, ya que ello es de por sí discordante, pues antes de remediar la conflictividad la expande sin razón, lo que genera «inseguridad jurídica» y contribuye al caos social. 

  
Siguiendo esa misma línea de pensamiento, es decir, que la unidad de jurisdicción demanda coherencia entre los varios jueces que, por causa de sus competencias, deban conocer de un asunto específico -para el caso en el ámbito civil y en el penal- si, como ocurrió en el segundo evento citado, la justicia civil tramita un proceso en el que se busca llanamente la declaración de nulidad de un contrato de compraventa, pero a ello se anticipa la penal, porque advierte que en su conformación se incurrió en hechos punibles que el sistema castiga, y producto de ello cancela lo espurio, incluyendo, claro está, el título que sirve de fundamento a las pretensiones en el área civil, no puede menos que considerarse que la cosa juzgada penal se impone, siempre que, a la luz de lo que se reclama ante aquella especialidad, no quede un asunto pendiente de resolver, como ocurriría, por ejemplo, si se condenara por un homicidio o unas lesiones personales derivados de un accidente de tránsito, y a la par se estuvieran reclamando por la vía civil los perjuicios de allí derivados. En un caso tal, los efectos serían parciales, porque la responsabilidad misma sería indiscutible en quien fue condenado, pero la discusión seguiría latente sobre los terceros que pudieran resultar solidariamente responsables del pago de los perjuicios, y claro está, acerca de la existencia y cuantía de estos. 

  
Mas aquí, se insiste en ello, deprecada la nulidad de la escritura pública 256 del 1° de febrero de 2010 y, como consecuencia de ello, que se cancelaran las inscripciones pertinentes, tal efecto se alcanzó en su integridad con la resolución penal, en la medida en que allí se dejó sin efecto todo título e inscripción que proviniera de los punibles por los que se condenó a quienes fueron parte en el contrato de compraventa que tal acto escriturario contenía. Incluso la restitución que se reclamó a favor de Beatriz Elena Vélez Moncada (pretensión tercera) se logró, y fue por ello que con posterioridad a las cancelaciones ordenadas, se pudo inscribir la partición de la sociedad conyugal, en la que se les adjudicó el 50% del inmueble al ahora demandante y a su codemandada Beatriz Elena Vélez Moncada. 
  
2.6.
Lo que queda a esta Corporación, en consecuencia, es proceder como manda el artículo 101 del estatuto procesal penal citado, a adoptar las medidas correspondientes, que no pueden ser otras que las de declarar que sobrevino una cosa juzgada penal que, por efectos de la condena y de la orden de cancelación de los títulos y registros, incidió directamente en la resolución de este proceso, de manera que la deprecada nulidad se tornaría en la hora actual inadmisible, por cuanto no puede declararse frente a un negocio jurídico que fue anulado previamente por el juez penal. Es decir, que se produjo una extinción del derecho sustancial aquí invocado, en los términos del mentado artículo 305 del C.P.C., que debe tenerse en cuenta para definir la litis. 

  
De ahí que, en últimas, como lo declaró el Juzgado, por efectos del fallo penal, ahora sí existe una falta de causa para demandar la nulidad y que las cosas vuelvan al estado anterior, mas no porque deba prosperar la excepción propuesta por la codemandada Lucy de las Mercedes Vallejo Zuluaga; así que se modificará ese ordinal. Frente a esta decisión, nada debe resolverse sobre restituciones mutuas, particularmente las mejoras que se adujeron en la contestación de Vallejo Zuluaga, porque ninguna nulidad se declarará. 
  
El segundo también, pues la negativa de las pretensiones, que se mantendrá, deviene de la cosa juzgada penal que se declarará, en lugar de la falta de demostración de los presupuestos axiomáticos de la nulidad reclamada. 
 
Se confirmará el ordinal tercero. 

  
Y se modificará el cuarto, en la medida en que razón de sobra había en el demandante para impetrar la demanda, como quedó en evidencia ante la justicia penal, solo que aquel camino fue más corto que el de ahora y condujo a solucionar el conflicto con antelación. 
  
Como ello es así, las costas de ambas instancias serán a cargo de las demandadas y a favor del demandante, ya que, a pesar de lo particular de esta decisión, se entiende que aquellas fueron vencidas. Las mismas se liquidarán en la forma prevista en el artículo 366 del nuevo estatuto procesal civil, esto es, de manera concentrada, ante el juez de primer grado, por cuanto debe entenderse que a partir de esta decisión, en los términos del artículo 625 del CGP, este proceso hará tránsito a la nueva regulación procesal. 
  
En auto separado se fijarán las agencias en derecho que correspondan a esta sede.  

3.
DECISIÓN

Por  las razones expuestas, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, resuelve: 

1. 
Modificar el ordinal primero del fallo para declarar que por efectos de la cosa juzgada penal que se produjo, hay una ausencia de causa actual para declarar la nulidad impetrada. 

2.
Modificar el ordinal segundo, en cuanto SE NIEGAN las pretensiones, pero por la razón aducida en el numeral anterior. 

3.
Modificar el ordinal cuarto en el sentido de que las costas de primer grado serán a cargo de las demandadas y a favor del demandante. 

4.
Confirmar el ordinal tercero.

5. 
Las costas de segundo grado también serán a cargo de las demandadas y a favor del actor. Unas y otras se liquidarán en primera sede, teniendo en cuenta las agencias en derecho que en auto separado se señalen para lo que atañe a esta sede. 

  



Vuelva la actuación al Tribunal de origen para la notificación y trámite posterior.  

Notifíquese,

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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SALVAMENTO  PARCIAL DE VOTO

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida el pasado 23 de junio, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con lo relativo a la condena en costas que en ella se impuso.

A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice: 

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”. 

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandante lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, atrás citado, ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado.

En relación con ese tránsito legislativo, dijo la Corte Suprema de Justicia:

“1.- Cuestión de primer orden es precisar el referente adjetivo al que se acudirá, en lo que fuere pertinente, habida cuenta que mientras que este litigio comenzó con el Código de Procedimiento Civil (julio de 2014), en la fase del recurso extraordinario cobró vigencia integral el General del Proceso, producto de la expedición por el Consejo Superior de la Judicatura del Acuerdo No. PSAA15-10392 de 1° de octubre de 2015, que en su artículo 1° dispone: “El Código General del Proceso entrará en vigencia en todos los distritos judiciales del país el día 1º de enero del año 2016, íntegramente”. 

La sucesión temporal o tránsito legislativo luego de la iniciación de un juicio apareja interrogantes complejos y, por lo mismo, en ocasiones, de difícil solución. En el campo teórico, esa problemática puede resolverse de tres formas: (i) aplicando la ley anterior hasta la definición del pleito; (ii) incorporando la nueva a todos los actos posteriores a su vigencia; o (iii) empleando para unas actuaciones la novel normativa y para otras la que le precedió. 

La Ley 1564 de 2012 sigue, en los artículos 624 y 625, que son los que tratan puntualmente el asunto, un sistema mixto. 

En efecto, el primer canon, modificatorio del artículo 40 de la ley 153 de 1887, trae una regla general sobre la aplicación inmediata de la ley procesal, con ciertas salvedades relativas a la ultractividad, taxativamente señaladas a saber: “los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

El segundo, apartándose del postulado general, ofrece unas orientaciones específicas destinadas a preservar la vigencia temporal y excepcional de la norma derogada, no en todos los procesos, sino en los ordinarios, abreviados, verbales y ejecutivos, y sólo hasta determinadas etapas. Y, también aquí, el legislador se cuidó de repetir las salvedades del 624 en lo concerniente a recursos interpuestos, pruebas decretadas, audiencias convocadas, diligencias iniciadas, términos que estén corriendo, incidentes en curso y notificaciones que se estén surtiendo.

En ese orden de ideas, el funcionario judicial frente a un caso de sucesión o tránsito de legislación, debe preguntarse, en primer término, la clase de proceso que se está tramitando, luego la etapa que se está surtiendo y después cotejarla o compararla con las pautas del 625 id. 

Acá, por ejemplo, se trata de un juicio ordinario que cuenta con fallos de primera y segunda instancia, de manera que ese precepto indica en el numeral 1, literal c), que “proferida la sentencia, el proceso se tramitará conforme a la nueva legislación”. Sería, entonces, el Código General del Proceso el llamado a gobernar las actuaciones postreras al veredicto, lo que finalmente no ocurre, en atención a que la excepción legislativa, inserta en ese canon y en el 624, determina que cuando se ha interpuesto un recurso (no se precisa cual, luego ello cobija ordinarios y extraordinarios), la preceptiva aplicable será la del tiempo de su formulación, que aquí es el C. de P. C., atendiendo que la impugnación extraordinaria se planteó el 8 de junio de 2012. 

Consecuencia necesaria y natural de la precitada inferencia, es la de que al transitar esta casación por el camino del Código de Procedimiento Civil, todo lo que se derive de su discurrir y resolución, incluso la expedición de copias o certificaciones, el reconocimientos de personería, la condena en costas y su tasación, el decreto y práctica de pruebas (si ello se ordena previa sentencia sustitutiva), cumple rituarlo con esa codificación. 

Lo contrario implicaría mezclar en un mismo escenario y con alternancia, dos codificaciones procesales, lo que atentaría con el mínimo de seguridad o certeza jurídica que debe acompañar la sustanciación de los litigios. Para los usuarios del sistema de administración de justicia, que buscan la tutela efectiva de sus derechos, debe ofrecerse una hermenéutica que les provea certidumbre sobre las normas que regulan el conflicto jurídico respecto del cual se solicita la decisión...” 
 
Y no es ese un criterio aislado. Lo mismo dijo en sentencia del 26 de octubre de 2016: “Resulta pertinente precisar, que de acuerdo con el artículo 624 del Código General del Proceso, modificatorio del precepto 40 de la Ley 153 de 1887, para resolver el recurso se tomarán en cuenta las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, al hallarse este vigente para cuando comenzó su trámite…” 
 En esa providencia también fijó las agencias en derecho y ordenó liquidar las costas con sujeción al artículo 393 del Código de Procedimiento Civil. En la misma forma procedió el 11 de noviembre del año citado
, el 18 de abril de 2017
, el 13 de diciembre de este último año
, el 6
, el 13
, y el 23 de agosto del año pasado
.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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